
  
    
      
    
  


  Queda prohibida, salvo excepción prevista en la ley, cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública y transformación, total o parcial, de esta obra sin contar con autorización escrita de los titulares del Copyright. La infracción de los derechos mencionados puede ser constitutiva de delito contra la propiedad intelectual (Artículos 270 y ss. del Código Penal).


  



  



  © Copyright 2015



  Ediciones Universidad de Navarra, S.A. (EUNSA)


  



  ISBN: 978-84-313-5556-2


  Diseño y composición digital: Coffee Design (Dublín, Irlanda)

  


  EUNSA Plaza de los Sauces, 1 y 2. 31010 Barañáin (Navarra) - España


  Teléfono: +34 948 25 68 50 - Fax: +34 948 25 68 54 - E-mail: info@eunsa.es


  "Es necesario estudiar la sociedad por los hombres, y los hombres por la sociedad: cuantos quieran tratar separadamente la política y la moral jamás comprenderán ninguna de las dos"


  (J. J. Rousseau, Emilio)


  Introducción


  Desde los inicios de la filosofía, la vida política ha constituido uno de los temas más tradicionales y persistentes de la especulación filosófica. No es extraño que la filosofía haya prestado una notable atención a la polí­tica, ya que la misma filosofía surgió en el seno de la polis: en el contexto de una vida humana que se había hecho vida política. La filosofía política, la reflexión filosófica acerca de la vida política, puede ser enten­dida como el momento en el que la filosofía se vuelve sobre las condi­ciones vitales de su misma posibilidad, y las toma como objeto de su consideración.


  Sin embargo, en las últimas décadas, la filosofía política ha sido nota­blemente desatendida: su cultivo ha sido casi abandonado ante la eclosión de las ciencias sociológicas, de orientación más o menos objetivista y, en ocasiones, naturalista. Quizá, tras la era de las grandes ideologías, se ha querido contrastar las ambiciones ideológicas con una fuerte dosis de objetivismo social, poniendo así freno a la pretensión, por parte de dife­rentes mesianismos políticos, de dominar completamente la modelación de la realidad social.


  Es verdad que, en la actualidad, asistimos a una cierta revitalización de la filosofía política, y con el presente trabajo no deseo otra cosa que colaborar al fortalecimiento de este renacer. Pero por el momento –y hasta donde llega mi conocimiento–, ese renovado cultivo de la filosofía política se ha limitado al tratamiento de cuestiones parciales y de problemas coyunturales. Existen muchas y muy valiosas monografías sobre temas y aspectos particulares de la realidad política, pero carecemos casi por com­pleto de visiones comprehensivas de esa realidad. Formular una concep­ción general y sistemática de la política es, sin duda, un empeño altamente arriesgado y ambicioso; pero a pesar de las dificultades que entraña, constituye una tarea que es necesario emprender. Necesitamos contar con una comprensión global de la realidad política, pues sin ella, ni siquiera podemos evaluar con fundamento el acierto o desacierto del tratamiento que demos a cuestiones particulares y de las soluciones propuestas para estas cuestiones. Sin una visión panorámica de la política, no podemos saber si nuestro diagnóstico acerca de un problema político concreto es válido o no; si estamos teniendo en cuenta todos los factores –y según el orden de su importancia– que sería necesario considerar para alcanzar una definición adecuada del problema, y, en consecuencia, no podemos funda­mentar suficientemente que la solución aplicada a ese problema sea racio­nal en cuanto solución política. En última instancia, sin el marco general de una concepción global de la realidad política, no podemos conocer certeramente qué es lo que hace políticos a los problemas que denomi­namos problemas políticos: en qué consiste y radica su politicidad, y por qué su solución corresponde a la actividad política.


  Tomar conciencia de estas dificultades implica, en el fondo, plan­tearse la cuestión de si poseemos o no patrones sólidos de racionalidad para nuestra acción política –y, en último extremo, para nuestra acción en general–. Mi apreciación es que, en buena medida, carecemos de esos patrones. Esta carencia se pone de manifiesto, por ejemplo, en el carácter interminable de muchas discusiones sobre conflictos colectivos, en las que cada interlocutor está hablando, en verdad, de cosas diferentes; en la falta de criterio y orientación clara que se aprecia en el modo de enfocar nume­rosas cuestiones; y en la progresiva complejidad y especiosidad que va adoptando la búsqueda de soluciones para problemas que, en primer lugar, han sido mal definidos.


  No es posible que estemos provistos de criterios de racionalidad para nuestra acción política –criterios de racionalidad práctica– si carecemos de una concepción clara de aquello en lo que consiste la actividad política y la vida política en su conjunto: si carecemos, pues, de una filosofía política. Sin saber qué estamos haciendo –en qué consiste nuestro obrar– cuando actuamos y vivimos políticamente, es imposible que podamos definir la medida de la racionalidad de nuestra acción política: es impo­sible que podamos justificarla, reconociendo cuándo y por qué esa acción es racional. Y esta carencia de patrones de racionalidad práctica afectará también a otros ámbitos de nuestro obrar –a nuestra acción ética, jurídica, económica, etc.– en la medida en que la política afecte a esos ámbitos y sea condición para la acabada constitución de ellos como ámbitos prácticos.


  No es infrecuente que lo político sea percibido como un ámbito aleatorio y no racionalizable; como un campo de actividad del que no cabe –ni es necesario– un conocimiento que, sin gozar de exactitud, pueda tener seriedad y rigor. Y llama la atención que, estimando –o, más bien, deses­timando– así lo político, se piense, no obstante, que nuestra actuación en otros ámbitos es suficientemente racional, sin plantearse con detenimiento la relación que pueda haber entre lo político y los demás ámbitos de la existencia humana. En el fondo, ese modo de pensar supone una implícita concepción política, cuya validez no es sometida a un análisis consciente y racional. Por arriesgada y difícil que sea su elaboración, necesitamos dis­poner de una filosofía política, ya que, de lo contrario, no podremos evitar estar pensando y actuando sobre la base de una implícita e inconsciente concepción política.


  Por todo esto, pienso que vale la pena el intento de reconstruir la filosofía política: el esfuerzo por recuperar y rehabilitar la filosofía polí­tica como indagación racional acerca de la naturaleza y sentido de la realidad política en su conjunto. Esta reconstrucción merece la pena, por mucho que ensayar y proponer una concepción general de la política pueda tener como resultado un esquema conceptual siempre revisable, corregible y abierto a ulteriores desarrollos.


  La función que corresponde propiamente a la filosofía política no es otra que indagar en qué consiste la realidad política; qué tipo de vida y actividad es la vida y actividad política; qué estamos haciendo cuando actuamos políticamente, cuando realizamos acciones políticas; y, en con­secuencia, de qué índole es la racionalidad de estas acciones: qué razones son razones verdaderamente políticas. Sólo después de esta indagación estaremos en condiciones de debatir con sentido qué razones políticas son razones políticas verdaderas, válidas y acertadas, y qué medidas o pro­puestas políticas son realmente pertinentes y justificables. Mediante la comprensión de qué significa realmente la existencia política, la filosofía política se ordena a proveernos de patrones de racionalidad política. Y necesitamos de esta provisión, porque, como la historia demuestra, ningún tipo de vínculo o estímulo no político sirve de recurso para garantizar una convivencia armónica y pacífica.


  A la filosofía política no le corresponde, por tanto, proponer fórmulas políticas concretas, ni abogar en favor de proyectos políticos deter­minados. A lo largo de estas páginas, no se propugnan medidas políticas particulares o específicas líneas de acción. Cuando se critican algunas de éstas –tomadas como ejemplo–, no se hace en razón de su contenido en sí, sino por la invalidez de su aparente justificación y por la falta de com­prensión de la realidad política, que reside en esas medidas concretas o en el modo habitual de entenderlas. La propuesta que aquí se hace no es la propuesta de una acción política, sino la de un cambio conceptual, de un cambio de categorías para entender la acción política. No se trata tanto de que tengamos que alterar la realidad política, como de que necesitamos, primera y principalmente, modificar nuestros conceptos y términos, para comprender la realidad política. Con bastante frecuencia, el lenguaje que utilizamos para hablar de la realidad política nos oculta esta misma rea­lidad: lo que realmente estamos haciendo al actuar políticamente.


  Por esto, el presente trabajo se abre con un análisis crítico del libe­ralismo, tomado éste como universo conceptual y terminológico. A este universo pertenecen la mayoría de los elementos que configuran la forma actual de pensar y hablar sobre lo político, con independencia incluso de que se propugnen o no ideales liberales. Por esto mismo, esta crítica del liberalismo no apunta directamente –ni necesariamente– contra propuestas políticas concretas que puedan denominarse  liberales, sino que se dirige fundamentalmente contra las categorías y conceptos que caracterizan al liberalismo como forma de pensar lo político, intentando mostrar que esas nociones no expresan la realidad de nuestra praxis política: ni siquiera la realidad de las propuestas políticas concretas que se denominan liberales.


  No pocas de las medidas políticas "liberales" –del pasado y del presente– pueden ser, en su materialidad, válidas y provechosas. Pero lo que a la filosofía politica compete en primer lugar es analizar la validez de las justificaciones que el pensamiento liberal ha dado  y da para esas medidas prácticas. Lo que caracteriza al liberalismo como tal, no son necesaria ni fundamentalmente las propuestas determinadas que formula –que quizá pueden ser sostenidas, y de mejor manera, desde bases no liberales–, sino el modo de comprender y justificar esas propuestas. De igual forma, lo que define esencialmente al nacionalismo no es el pro­pugnar un proyecto político determinado –por ejemplo, la separación e independencia de una parte del territorio de un Estado–, sino el tipo de justificación que se aduce para dicho proyecto. De hecho –como muestra la historia–, la argumentación nacionalista puede conducir a un tipo de proyecto o a otro: separatista o integrador, o ambas cosas al mismo tiem­po. Respecto del liberalismo, del nacionalismo y de cualquier otra forma de pensamiento político, lo decisivo y primordial es la cuestión de si sus conceptos y razones son válidos como conceptos y razones políticas, es decir, si sus nociones nos permiten una comprensión acertada de la rea­lidad política y nos proporcionan así el material adecuado para la elabo­ración de argumentaciones políticas auténticas.


  Por último, tengamos en cuenta que lo que a la filosofía política le compete decir acerca de la vida humana en común, por amplio y radical que sea, siempre será limitado y parcial. El conocimiento filosófico puede que alcance lo más fundamental y esencial de una realidad; pero lo funda­mental y esencial –precisamente por serlo– es siempre algo, en cierto sentido, parcial: es sólo lo fundamental y esencial de una realidad. No obstante, contar con lo que la filosofía política puede decir acerca de la vida humana en común, aceptando al mismo tiempo los límites de este contenido, es condición necesaria para poder alcanzar una comprensión más acabada y completa de los asuntos humanos, y para la racionalidad de esta misma comprensión.


  CAPÍTULO I: INSUFICIENCIA DE LAS CATEGORÍAS POLÍTICAS ACTUALES


  1. La irrealidad del liberalismo



  Algunas de las más recientes corrientes de pensamiento contrarias al liberalismo son insuficientes como críticas de esta ideología, por cuanto consisten en meras reacciones en contra. En el ámbito del pensamiento, entiendo por reacción una doctrina que, aunque propugna lo contrario que su antagonista, continúa actuando dentro de la misma conceptografía que ésta y, en el fondo, acepta la definición de los términos establecida por la doctrina que critica. Así, por ejemplo, la filosofía vitalista propugnó y exaltó el valor de lo vital y volitivo frente a la asfixiante frialdad del racio­nalismo, pero su misma reacción implicaba la aceptación de la definición racionalista de la razón. Dentro del pensamiento específicamente político, Locke defendió, frente a Hobbes, el establecimiento de límites constitu­cionales para el poder, pero seguía entendiendo el poder como Hobbes lo había definido. Más tarde, Marx propuso la eliminación de la propiedad privada, que tanto había valorado Locke, pero de hecho tenía el mismo concepto de propiedad que Locke.


  Lo mismo puede decirse de líneas de pensamiento que critican el liberalismo, como son el comunitarismo y la doctrina de la sociedad civil. Censuran propuestas liberales y buscan la recuperación de aspectos cier­tamente desatendidos por el liberalismo, pero siguen concibiendo lo político en los términos en que lo concibe el liberalismo: en términos esta­tales; el Estado continúa siendo el marco de su reflexión, y su concepto del Estado no dista apenas del concepto liberal. Esta es quizá la causa de que ninguna de esas dos doctrinas hayan podido en realidad pasar de la pars destruens y ofrecer una verdadera propuesta alternativa al libe­ralismo. Al contrario, en no pocas ocasiones, ha sido el liberalismo el que ha sido capaz de incorporar muchas de las críticas recibidas, sin dejar por ello de ser liberal. No han tardado en aparecer posturas mixtas, como las de Raz y Kymlicka[1] entre otros, que ponen de manifiesto la ausencia de un antagonismo verdaderamente radical.


  Una verdadera crítica no puede ser, por consiguiente, una mera reac­ción en contra, un simple movimiento pendular respecto de propuestas o valoraciones, que se desliza sostenido por el mismo eje conceptual. Una crítica verdaderamente radical –en nuestro caso– al liberalismo no ha de dirigirse principalmente contra sus propuestas y objetivos, sino contra su misma realidad en cuanto ideología política. Si el liberalismo es criticable, lo es porque sencillamente no es real. Criticar el liberalismo y decir que no es real significa criticar y negar su realidad como ideología política, es decir, negar que lo político pueda ser, en realidad, concebido y –mucho menos– puesto en práctica como el liberalismo dice concebirlo y prac­ticarlo. El liberalismo es irreal porque, en verdad, no es ni hace lo que afirma ser y hacer. Su falsa auto-imagen se debe a una deficiente percep­ción del carácter de lo político, que le impide reconocer su propia irrea­lidad como sistema político.


  Para mostrar lo dicho, articularé mi argumentación centrándola en la consideración de algunos de los más emblemáticos postulados del libe­ralismo.


  a)    Estado neutral


  El liberalismo sostiene la necesidad de un Estado neutral. Respecto de esta cuestión, podemos decir, en primer lugar, que el Estado podrá ser neutral en relación con lo no-político; no, obviamente, respecto de lo político; y que neutralidad significa aquí la abstención, por parte del Estado, de gestionar aquello que no sea político. Hasta aquí, no hay nada nuevo ni específicamente liberal: esto se cumple en toda forma política. Pero qué sea político y qué no lo sea depende de los fines que el Estado se proponga como propios. El Estado podrá ser neutral respecto de aquellas cuestiones que sean ajenas a sus fines, y en la medida en que lo sean. La neutralidad del Estado no puede significar carencia de fines. Un Estado neutral no es un Estado que no se proponga fines, y establecer su neu­tralidad no equivale a eliminar de la esfera pública la discusión sobre fines, como afirma el liberalismo.


  Por otra parte, la neutralidad estatal es verdadera si se entiende –como antes se ha dicho– como la no gestión por parte del Estado de lo no-político, pero no es real si se entiende como neutralidad de lo político respecto de lo no-político –digamos, lo privado o lo social, sin mati­zaciones que habrá que añadir más tarde–. Pensar que lo político pueda ser neutral respecto de lo no-político, es no ser consciente de cómo la con­figuración de lo político está afectando a nuestro modo de vivir: también, a nuestro modo de vivir lo privado. De esta falta de consciencia adolece el liberalismo. Así, por ejemplo, en un Estado neutral respecto de la religión, el contenido de los diversos credos no quedará, obviamente, alterado; pero cada creyente, por muy convencido que esté de la verdad de su fe, vivirá socialmente su religión como una religión más, como una opción personal de entre un conjunto de posibilidades. Es esto precisamente –el modo de vivir socialmente la religión– lo que diferencia al fundamentalista del que no lo es, y no, la religión que se tenga. Si el Estado se declara neutral frente a las notas del matrimonio, la disolubilidad o indisolubilidad de éste sólo podrá ser vivida como una preferencia individual; tan individual, que alguien que rechace internamente el divorcio, si su cónyuge decide divorciarse, no podrá evitar encontrarse socialmente divorciado, es decir, que su estado civil sea el de divorciado, y que así figure en todo docu­mento oficial.


  Pensar que cabe un tipo de Estado que no afecte a nuestro modo de vivir lo privado, que podemos configurar lo político sin, por ello, estar alterando la forma de lo no-político, es sencillamente ser inconscientes de lo que estamos haciendo y, por tanto, carecer de autonomía, contra lo que propugna el liberalismo.


  La idea liberal de un Estado neutral va siempre acompañada de una concepción sistémica de lo social, y fomenta esta concepción. El Estado neutral es situado frente a una realidad social constituida por un conjunto de diversas esferas autónomas, dotadas de una dinámica y una lógica inmanentes, que se articulan según una necesidad sistémica. La política adquiere, así, el carácter de una técnica, cuya misión es la construcción de un producto –el Estado– que permita, entre los engranajes de su mecánica, el despliegue de procesos colectivos autónomos. Este modo de pensar conduce a creer que estamos ante un conjunto de procesos unidi­men­sionales y regidos por regularidades internas –casi como si se tratara de fenómenos naturales–, lo cual invita a entender el saber acerca de lo social como conocimiento teórico, científico-técnico, y no como conoci­miento práctico: de aquello que no es proceso sino acción. Cuánto ha permeado esta imagen de lo social la mentalidad actual se manifiesta en nuestra frecuente disposición a confiar la solución de los conflictos a sistémicas racionalidades anónimas, al mercado, mientras desconfiamos de la delibe­ración pública y de la posibilidad de su racionalidad.


  Como destacado representante del pensamiento liberal, Hayek con­cibe el orden social como el resultado espontáneo de anónimos procesos colectivos, que no responden a la intención consciente de nadie. La función del poder es sólo reducir al máximo el total de coerción presente en una sociedad. Hacer del orden social una meta consciente, una finalidad deliberada, un diseño humano –es decir, una acción–, implica, para Hayek, imposición, racionalismo y totalitarismo. Según él, el liberalismo encierra un cierto antirracionalismo, la conciencia de los límites de la mente humana, y la aceptación humilde del curso de procesos sociales que nadie ha diseñado y que nuestra razón no puede justificar por completo[2].


  El liberalismo, por tanto, parece liberar al individuo del interven­cionismo del Estado –creando un Estado neutral– para, después, dejar al individuo sometido a un conjunto de necesidades sistémicas, de lógicas inmanentes y ciegas. La tan propugnada autonomía del individuo acaba, a la postre, casi vacía de contenido. Perseguir, mediante el establecimiento de un Estado neutral, que el hombre sea autónomo en la sociedad, conduce en realidad a convertir la sociedad en un proceso autónomo respecto del hombre. La autonomía que le queda al individuo no es la que corresponde a un ser moral y político, a un ciudadano, sino sólo la propia de un con­sumidor, capacitado para ejercer una selección propia entre los productos provistos por el mercado[3].


  Como Pascal Bruckner ha afirmado con cierta ironía, cuatro siglos de emancipación desembocan en la posibilidad de elegir entre varias marcas de detergente[4]. El Estado neutral del liberalismo otorga la libertad al individuo a condición de trivializarla. No puede ser de otro modo. Si el Estado neutral se presenta como válido por dejar intacto nuestro vivir social, la contrapartida necesaria es que tampoco nuestro vivir social puede afectar al Estado: nuestras decisiones carecen de toda trascendencia pública.


  Para evitar esto, es preciso abandonar toda concepción sistémica de lo social –correlato natural del Estado neutral–, y recuperar una concepción práxica, que nos permita reconocer que la sociedad no es proceso sino acción común, proposición de fines y creación de un ethos institucional. Una concepción así, incluye lógicamente el reconocimiento de la índole política de la sociedad, es decir, la conciencia de que la forma que adopte nuestro vivir social es fruto de nuestra consciente y deliberada auto­determinación colectiva. Que la sociedad es política por naturaleza, signi­fica que es objeto de configuración, y constante reconfiguración, activa y común. Por consiguiente, no existe un orden social natural y espontáneo, como sugiere el liberalismo; y pensar lo contrario, sólo conduce a ocultar las decisiones y los agentes que lo están configurando activamente. En el fondo, no es más que un modo de enajenación y de heteronomía.


  Esto es, precisamente, lo que denunció, hace más de un siglo, el mo­vi­­­miento democrático, reivindicador del sufragio universal, desenmas­carando las pretensiones de neutralidad y naturalidad del orden legal liberal, tanto político como económico.


  b)   Anti-perfeccionismo


  Otro rasgo central del liberalismo es el llamado anti-perfeccionismo. El Estado liberal, que se proclama neutral, no se propone perfeccionar al hombre, y renuncia a la promoción de toda forma de vida buena. Nuevamente, nos encontramos ante una pretensión imposible, ante una irrealidad.


  El liberalismo no parece consciente de que el perfeccionamiento humano no es algo absoluto y monolítico, que tenga un solo contexto como ámbito de su realización. El hombre se perfecciona según diferentes dimensiones o formalidades de su subjetividad, y en el seno de diferentes contextos o comunidades. Y tengamos en cuenta que todas esas formas de perfeccionamiento son formas de perfeccionamiento moral. Sólo sabemos acabadamente qué es bueno, qué es perfectivo, para un individuo, cuando conocemos qué es bueno o perfectivo para la comunidad a la que perte­nece. Así, por ejemplo, sólo en la Iglesia –por referencia a su bien o fin– podemos conocer lo que es bueno –hacer u omitir– para un individuo en cuanto fiel; sólo en la familia podemos saber qué es bueno para un individuo en cuanto padre o hijo; sólo en el Estado podemos conocer qué es bueno para un individuo en cuanto ciudadano. En cada comunidad –en cada ethos–, la moral comprende aquello que afecta al objetivo de esa comunidad, y la moralidad de cada individuo, su perfección moral, com­prende todo aquello que afecta a los objetivos de las comunidades a las que pertenece.


  El Estado liberal crea inevitablemente una sociedad liberal, que no tiene como ethos la ausencia de ethos, sino que constituye uno deter­minado, que conlleva una particular jerarquización de cualidades huma­nas, entre las primeras de las cuales se encuentra, por ejemplo, la tole­rancia. En ese ethos, no sólo continúa siendo posible el preguntar quién es un buen ciudadano, sino también el hecho de que esa pregunta sea una cuestión pública[5]. Seguimos hablando de bien, de perfección humana      –de moral, por tanto– en el seno de un Estado liberal.


  El liberalismo, para evitar la influencia política de la religión y, en general, de lo que Rawls llama "doctrinas comprehensivas", elimina –se-gún dice–, de la esfera pública, las cuestiones sobre fines; como si sólo la religión –o equivalentes– hablara de fines, como si todo perfeccionismo fuera religioso.


  La moral está constituida por las exigencias que plantea la pleni­ficación de una identidad humana: una identidad común, configurada en comunidad, que es realizada singularmente en plenitud. Fuera de toda comunidad, tomado el hombre como abstracto ser humano, la plenitud hu­mana, el telos que convoca al hombre, carece de la suficiente deter­minación para poseer eficacia práctica: no se sabe prácticamente en qué consiste. Toda praxis o acción humana –también la acción social o política– es acción moral en cuanto que a través de ella, y en ella, una identidad humana se está plenificando. Por consiguiente, el conjunto orgánico de esas acciones perfectivas, plenificantes, constituye una forma de vida buena: la forma de vida buena que corresponde al ethos en el que tienen lugar esas acciones, y en el que se configura esa determinada identidad.


  El Estado liberal no representa ninguna excepción en este punto. Tal Estado constituye un ethos liberal, en el cual el hombre adquiere una identidad peculiar, cuya plenitud le plantea exigencias prácticas, y, res­pecto de las cuales –esa plenitud y esas exigencias–, el Estado no es, en modo alguno, indiferente, sino claramente perfeccionista. La diferencia está sólo en el tipo de identidad que proporciona al individuo, que no es otra que la de puro elector. Se trata de una identidad que tiene por sustancia nuestra capacidad de elegir autónomamente[6], lo cual exige vivir los contenidos de nuestra existencia como puras opciones autónomas, y evitar, al mismo tiempo, que cualquier opción adquiera el carácter de constitutiva para el sujeto, pues, de lo contrario, pasaría a mediar las elec­ciones futuras, perdiendo éstas autonomía, es decir, quedando el individuo rebajado en su condición de puro elector. Toda elección ha de ser, efectivamente, trivial. El Estado liberal se ordena realmente a hacer del ciudadano un buen liberal. No le importa lo que el individuo elija; sólo le exige que lo elija liberalmente.


  El orden liberal puede que permita diversas concepciones del bien; pero lo que no permite es que la relación entre el hombre y lo que éste concibe como bueno sea de cualquier índole: es sólo contingente, no constitutiva. Ninguna elección puede volverse sobre el individuo y cons­tituirlo, condicionando así su autonomía. El orden liberal tiende a libe­ralizar todo ethos que el individuo pudiera formar bajo ese supuesto orden neutral. El Estado liberal no sólo crea un ethos, sino que crea el único que acaba siendo verdadero ethos, constitutivo de la identidad del hombre. Así se explica que, ante cualquier conflicto de valores, el liberalismo responda habitualmente con la apertura de un nuevo campo de elección, permi­tiendo que se impongan las preferencias individuales en cuanto tales: es decir, en cuanto meras preferencias.


  Por otra parte, si el anti-perfeccionismo del Estado lo entendemos referido a las identidades que se adquieren en el seno de otras formas sociales, estamos, una vez más, ante un rasgo que no es específico del liberalismo, sino común a la casi totalidad de los órdenes políticos. El Estado no busca perfeccionar a sus ciudadanos como hijos de sus padres, como amigos de sus amigos o como fieles de su religión, sino, precisa­mente, como ciudadanos de ese Estado. Un Estado confesionalmente católico, por ejemplo, no se ordena realmente a perfeccionar a sus ciuda­danos en cuanto católicos. No sólo porque es posible ser buen católico sin participar del Estado: como monje o eremita, por ejemplo; sino, funda­mentalmente, porque tal Estado impondrá al católico unas exigencias que no dimanan esencialmente de su religión. Más que exigir la perfección religiosa, el Estado plantea nuevas exigencias para esa misma perfección, siempre y cuando la perfección religiosa incluya el cumplimiento de las exigencias ciudadanas. El Estado puede perfeccionar como cristiano al ciudadano, en la medida en que el ciudadano que es cristiano deba ser un buen ciudadano para ser un buen cristiano.


  El Estado liberal –como cualquier otro Estado– le está pidiendo al ciudadano que viva lo privado –la religión o lo que sea– en conformidad con la configuración dada a la esfera pública. La cuestión es si esa armonización puede incluirse o no entre las exigencias de la plenitud de ese vivir lo privado.


  Cuando se afirma –como hace el liberalismo– que el ámbito público contiene sólo acuerdos contractuales sobre medios y que no es, por tanto, perfeccionista, y se sostiene que la moral pertenece al ámbito privado, se está convirtiendo a la moral en una cuestión subjetiva y de base senti­mental, ya que la racionalidad –como racionalidad medial– está siendo situada en el ámbito público, como condición de posibilidad de tales acuerdos. Este "emotivismo moral", como MacIntyre lo ha denominado, implica, en el fondo, eliminar la moral en cuanto tal. Toda moral, para serlo realmente, ha de poder expresarse en reglas válidas y justificables intersubjetivamente: no puede tener como fundamento algo individual e imparticipable, como un sentimiento o emoción. Por lo tanto, cualquier moral es pública: es pública en la comunidad a la que corresponde como moral; y las reglas públicas de la comunidad política, no por ser públicas dejan de constituir la moral de esa comunidad. Una moral puede ser privada, pero la moral no puede serlo. Precisamente, la sociedad política tanto más necesita y configura una ética civil, cuanto más privadas son otras comunidades –por ejemplo, religiosas– y sus respectivas morales.


  El liberalismo –señala Gobetti– separa radicalmente moral y política porque utiliza como único criterio identificador la coercibilidad: es político aquello que puede ser impuesto; es moral aquello que no puede ser objeto de imposición. De este modo, la moral queda privatizada, despolitizada, y la política queda desmoralizada; de tal manera, que la "virtud política" se convierte en una expresión contradictoria. La moral queda privatizada en cuanto que se convierte en el compendio de todas aquellas valoraciones particulares, libres y subjetivas, sobre las que no cabe un juicio público de corrección. La atención a lo colectivo o común, en cuanto cometido político, queda reducido a lo coercible, y mono­polizado por el que posee el monopolio de la coerción, desapareciendo, así, del ámbito moral, como criterio rector de las apreciaciones sobre lo bueno[7]. La moral se privatiza, quedando exonerada del cuidado de lo público, y lo político es reducido a coerción, quedando exonerado de todo perfeccionamiento moral.


  Esta determinación reductiva de lo político, mediante el criterio de la coercibilidad, se debe, en el fondo, a haber tomado, como punto de partida para la concepción y construcción de lo político, la autonomía del individuo, tomada ésta como un valor originario y constituido previamente a la presencia de lo político. Lo político resulta ser, por tanto, la limitación de esa autonomía –coerción–, que es necesaria para garantizar el máximo posible de autonomía individual.


  Hablar de moral objetiva es una tautología, porque no hay moral si no está dotada de objetividad. Y esta objetividad supone necesariamente el abandono de la concepción individualista del hombre, y el reconocimiento de la primacía de la comunidad sobre el individuo[8]. El hombre como individuo no es agente moral, y la conducta de un individuo autónomo no es asunto de la moral. El hombre es agente moral –un sujeto cuya libertad posee relevancia y responsabilidad moral– en cuanto miembro de una comunidad, y su conducta en relación con los bienes de esa comunidad es aquello sobre lo que versa la moral[9]. Recuperar la objetividad para la moral –recuperar la moral misma– no es sólo cuestión de hallar principios incuestionables, de validez universal; es necesario también, y sobre todo, re-socializar, re-publicitar la moral. Esos principios, para ser reales como principios prácticos, morales, necesitan encarnarse, materializarse, en la forma de una comunidad humana real.


  Para que haya reglas suficientemente precisadas, es decir, suficien­temente prácticas, es necesario que exista un concepto del bien que haya sido institucionalizado[10]. En toda sociedad, las instituciones actúan como una segunda naturaleza: proponiendo fines más determinados y generando capacidades más dinamizadas: los dos sentidos en los que actúa la naturaleza. Y es en la relación entre capacidades y fines, entre facultades que buscan su plenitud, y plenitud que incrementa esas facultades, donde se sitúa precisamente la moral.


  No es posible vivir en sociedad –sea ésta del tipo que sea– tratando, al mismo tiempo, la opinión moral como si fuera una forma de propiedad privada. Si no existe un bien común unificante, sino sólo una pluralidad de bienes privados, inconmensurables entre ellos, la elección de unos y no de otros sólo puede apoyarse –como afirma MacIntyre– en meras preferen­cias subjetivas, que no pueden dar razón de sí[11]. Si fuera cierto que el liberalismo no propone ningún bien público y de carácter arquitectónico, y ninguna moral pública por tanto, sino que sólo instaura un sistema para compatibilizar una pluralidad de bienes e intereses privados; entonces, no sería posible que tal sistema estuviera compuesto de reglas precisas, justi­ficadas y compartidas: sólo podría consistir en una perpetua y precaria negociación, en un equilibrio siempre revisable.


  El liberalismo –y, curiosamente, no pocos de sus críticos– parece estar utilizando una filosofía moral que entiende la moralidad como algo que puede definirse para el hombre, antes y al margen de situar a éste en ningún tipo de sociedad y, especialmente, de la sociedad política. La sociedad pasa a ser un mero campo de aplicación de esa moral, ya defi­nida en su contenido, que actúa como medida crítica. Pero dicha moral –y respecto de la sociedad política en concreto– sólo puede consistir en una moral privada, ya que ha sido definida previamente a la consideración del hombre en la polis. La lógica –y comprobada– consecuencia es que la posterior aplicación de esa moral a la política se vuelve bastante proble-mática.


  En verdad, toda moral humana supone, en el hombre, un grado y una forma de comunidad. Toda moral está configurada socialmente. Con­figurar la sociedad y definir la moral es uno y el mismo acto. Desconectar lo uno de lo otro implica no percatarse de que detrás de las prescripciones morales se encuentran, implícitas, determinadas formas de comunidad. Así, por ejemplo, el precepto de no robar supone una sociedad en la que se ha establecido la propiedad privada como modo de realización del bien común (es todo lo subrayado, y no sólo la propiedad privada, lo que hace del "no robarás" un precepto moral).


  El hombre es un ser moral, no sólo por ser racional, sino por ser además social. Es naturalmente moral por ser naturalmente social. Por ello, toda definición práctica de lo primero lleva aparejada una deter­minación práctica de lo segundo. La filosofía moral y la filosofía política no se distinguen materialmente sino, más bien, como género y especie[12]. La filosofía moral, como saber acerca del recto obrar humano, consi­derado universalmente, es, al mismo tiempo, el conocimiento acerca del común vivir humano, considerado universalmente. Si estudia el bien moral en general, es porque está considerando también la vida social en general.


  Frente a la filosofía moral, la filosofía política es un saber más par­ticular y, por lo tanto, más perfecto en cuanto saber práctico, pues toda ciencia práctica es tanto más perfecta cuanto más concreta es, cuanto más considera las particularidades en las que se desarrolla la acción[13].


  Por lo tanto, el problema de la cohesión política en una sociedad plu­ralista, no consiste ni en el establecimiento de una moral mínima –como lo entiende Adela Cortina, entre otros[14]– ni en la obtención de lo que Rawls denomina un "overlapping consensus". La moral pública no consiste ni en un mínimo común a todas las morales privadas, ni en un conjunto de coincidencias o solapamientos entre esas morales. La moral pública es otra moral, no un mero subproducto de las morales privadas, como si éstas fueran toda y la única moral. La moral pública no se compone a partir de los ingredientes que proporcionen las morales privadas, sino que se configura según configuremos el ámbito público. Es el cuerpo de insti­tuciones –fines y capacidades– que componga la sociedad política lo que determinará concomitantemente la moral pública de esa sociedad. La moral pública que pueda tener una sociedad equivale a las instituciones públicas que sean posibles en esa sociedad. Como en cualquier tipo de so­ciedad, la moral pública depende de lo que nos propongamos –y podamos proponernos– hacer en común, y del modo institucional en el que lo estemos haciendo.


  Consideremos, por ejemplo, lo siguiente. El cristianismo prescribe la sobriedad en el uso y posesión de los bienes terrenos. Pero ¿es posible e, incluso, moralmente bueno vivir esa sobriedad conforme a criterios privados, en una sociedad cuyo sistema económico exige un considerable nivel de consumo para producir riqueza y proveer del bienestar común a todos sus miembros? ¿Es la correcta medida de la sobriedad en esa socie­dad algo determinado exclusivamente desde el interior del cristianismo? ¿Es esa medida un mínimo común, o un solapamiento, entre la austeridad evangélica y el hedonismo dionisíaco?


  En definitiva, podemos afirmar que no puede haber una sociedad sin que se configure en ella una moral pública, y que privatizar la moral equivale necesariamente a eliminarla.


  c)    Procedimentalismo


  En su versión más actual y depurada –de la que John Rawls es el máximo exponente–, el liberalismo se presenta como un orden social pu­ramente procedimental. Este liberalismo busca superar el rudo utilitarismo del liberalismo clásico, con un planteamiento deontológico, en el que los derechos son justificados independientemente de la maximización de bie­nes o fines. Sin embargo, el procedimentalismo liberal también es irreal.


  Como han puesto de manifiesto tanto Taylor como MacIntyre, la racionalidad práctica sólo puede medirse por referencia a una determinada concepción del bien. La validez de una forma de racionalidad práctica –de racionalidad de nuestras decisiones– sólo puede juzgarse en función de aquel bien al que nuestras decisiones han de acercarnos actualizándolo. No es posible, en verdad, una concepción puramente procedimental del razonamiento práctico, es decir, una concepción que mida la racionalidad de nuestras decisiones, sólo por el modo o procedimiento por el que han sido tomadas. Sólo cabe una concepción sustantiva del razonamiento prác­tico, es decir, una concepción que juzgue la misma validez del procedi­miento, en función del tipo de decisiones que podamos alcanzar a través de él, es decir, de la idoneidad de esas decisiones para actualizar nuestra concepción del bien. Y, en buena medida, este sustantivismo no afecta sólo a la racionalidad práctica sino también a la teórica. La forma válida de racionalidad teórica dependerá del concepto de verdad que poseamos. Según entendamos la verdad, bien como adecuación real o bien como validez operativa, resultará una forma de racionalidad u otra: aquellas que presiden la ciencia pre o post-galileana.


  En cualquier ámbito de la actividad humana, todo procedimiento de elección o selección está elaborado en función de las cualidades –bienes– que se desea obtener en lo elegido o seleccionado. El sistema es diseñado de manera que su aplicación y seguimiento haga primar aquellas cuali­dades que ha de tener lo que se busca –personas, cosas, normas, acciones–, es decir, para asegurar que lo que se selecciona es bueno según una determinada concepción del bien.


  La concepción procedimentalista de la racionalidad práctica se basa efectivamente en un determinado concepto del bien, y ese bien no es otro que la autonomía del sujeto individual[15].


  El liberalismo procedimental se presenta como la única fórmula racional de ordenar una sociedad pluralista, con diferentes y conflictivos conceptos del bien. Pero ¿por qué no sería racional ordenarla mediante el establecimiento de un único y convencional concepto del bien, deter­minado, si se quiere, democráticamente? Exceptuando lo de "democrática­mente", esta fue la fórmula que le pareció profundamente racional a Hobbes, en una sociedad dividida, precisamente, por una pluralidad de doctrinas y sectas religiosas. La fórmula liberal no se deriva sin más del hecho de que la sociedad sea pluralista; se deriva de este hecho cuando, además, se valora la autonomía individual como el bien fundamental. Es esta premisa añadida lo que lleva a rechazar la solución hobbesiana. El liberalismo procedimental es procedimental por ser liberal, no al revés. Pensar que en una sociedad pluralista se puede alcanzar un acuerdo proce­dimental –que resulte racional para todos–, es suponer ingenuamente que todos los miembros de esa sociedad, al margen de sus diferentes conceptos del bien, valoran la autonomía individual como el principal bien en una sociedad. Es suponer, en definitiva, que todos son ya liberales in pectore.


  Con respecto a la doctrina de Rawls en particular, cabe señalar que es llamativo que el "velo de la ignorancia", mientras oculta la casi totalidad de las circunstancias que rodearán a los contratantes en la sociedad, no oculta que los conceptos del bien y los planes de vida que tengan serán diferentes y conflictivos. Este pequeño des-velamiento puede que se explique por la necesidad de que se den completamente las "circunstancias de la justicia"; pero –al margen de la suficiencia o no de esa explicación– esa información cumple un papel fundamental para que los principios procedimentales que se obtengan desde la "posición original" sean, preci­samente, los que Rawls obtiene. La pluralidad de bienes es lo que avalora la autonomía individual, propiciando en consecuencia unos principios que expresan y resguardan esa autonomía. El conocimiento del valor de la autonomía individual no se basa en el escepticismo acerca del bien, en la falta de conocimiento sobre lo que es bueno. Sabemos que la autonomía es valiosa porque conocemos que es necesaria para la obtención de deter­minados bienes. Y cuanto mayor es la pluralidad de esos bienes, mayor es el valor de la autonomía. Sólo en el interior de un gran supermercado de alimentos, la libertad de elección es tan importante como el hambre. En la "posición original" se conserva sólo aquello, y todo aquello, que es nece­­sario para que la autonomía individual actúe como criterio fundamental.


  Como en las diversas formulaciones del estado de naturaleza –y Rawls reconoce la analogía entre esa idea y su hipótesis de la "posición original"[16]–, en el esquema rawlsiano se produce una regresión incom­pleta. Las clásicas doctrinas del estado de naturaleza buscaban situar idealmente al hombre en lo que sería su condición puramente natural, haciendo de esa condición el punto de partida normativo para la construc­ción de lo político. Para ello, se llevaba a cabo una regresión ad naturam, despojando al hombre de todo elemento que procediera de su fáctica condición política. Pero, en realidad, esta naturalización del ser humano nunca se llevaba a cabo completamente. En las diferentes pinturas del es­tado de naturaleza, siempre se conservan ciertos rasgos que son, en verdad, de origen político. Y esos rasgos son, en cada caso, los necesarios para hacer obligado el extraer, de esa condición "natural", el tipo de Estado que se propugna. En el fondo, el método –el modo de regresión incompleta– impone las conclusiones, porque éstas se encuentran ya en las premisas del método.


  Este mismo círculo se da en Rawls, en la forma de un velamiento incompleto. Michael Taylor afirma que el egoísmo que hace deseable y necesario el Estado, es producto del mismo Estado: tanto más –podríamos añadir– cuanto más monopolice el Estado el cuidado de lo público[17]. Respecto de Rawls, podríamos decir que el valor de la autonomía que hace deseable y necesario el Estado liberal, es producto de ese mismo Estado. En la posición original –usando la comparación anterior–, los hombres se encuentran con los ojos vendados, pero sabiendo que están en el interior de un gran y bien provisto supermercado.


  La perfección moral no consiste fundamentalmente en conocer algo   –reglas morales– sino en ser de un modo determinado, actuando este modo de ser como condición de la perfección de aquel conocimiento. Esto constituye una nueva afirmación de la condición sustantiva de toda con­cepción de la racionalidad práctica. Como afirma Aristóteles en diferentes ocasiones y maneras, al hombre bueno le parece bueno lo absolutamente bueno[18]. Esto nos conduce –en el estudio de la racionalidad práctica– a la necesidad de hablar de motivos, ya que, por una parte, un modo de ser –un carácter, en definitiva– constituye una determinada estructura tendencial o apetitiva; y, por otra, conocer reglas morales es conocerlas en cuanto morales, es decir, conocerlas y conocer que me obligan, y esto último exige responder a la pregunta por el motivo de esa obligación.


  Resulta, pues, pertinente preguntar –como hace MacIntyre– qué razón o motivo puedo tener para aceptar un método racional-intersubjetivo para resolver los conflictos de intereses, es decir, los fracasos de la cooperación recíproca. Pues ese motivo no puede proporcionarlo la cooperación recíproca –sería el propio interés–, ya que es ésta la que ha sucumbido y hace necesario recurrir a ese método imparcial. Hace falta, por tanto, proveer al hombre de una razón para, por encima del propio interés, adherirse a esa racionalidad imparcial[19].


  Además, si esa razón fuera el propio interés, caeríamos en un claro utilitarismo. Por otra parte, tampoco el interés ajeno puede ser la razón, pues habría que explicar por qué debería importarnos el interés de los demás, y la respuesta no podría ser el interés propio. En definitiva, es preciso responder a la pregunta de por qué estaríamos obligados –qué motivo podríamos tener– para recurrir a algo así como la "posición original".


  Aunque el razonamiento en la "posición original" pudiera ser proce­dimental, en ningún caso podría serlo el razonamiento que nos llevara a aceptar ese sistema como apropiado para resolver cuestiones relativas a la justicia. Todo procedimentalismo –todo formalismo en general– se en­cuentra inevitablemente asaltado por la pregunta acerca de los motivos. Este es también el problema de la ética discursiva habermasiana. Si los principios de justificación de toda norma se encuentran en las condiciones formal-procedimentales de un "consenso verdaderamente racional", cabe preguntar por qué razón o motivo hemos de participar en el discurso, hemos de buscar en él el consenso, y hemos de aplicar lo obtenido en dicho discurso[20]


  Tanto en el orden social, como en la misma guerra, no es posible limitar racionalmente la persecución y defensa del bien propio mediante el respeto de unas reglas que sólo representen la defensa del bien ajeno. Esas reglas sólo pueden ser aquellas que representen las exigencias de un bien común, que trascienda los bienes propio y ajeno particulares; y será ese bien común el motivo que dé razón y justifique nuestra adhesión a ese conjunto de reglas. Esto es, precisamente, a lo que acaba llegando el mis­mo Rawls, cuando considera el problema de la estabilidad de una "sociedad bien ordenada", y se plantea, en concreto, la figura del free-rider[21]. Afirmar que, en una sociedad ordenada según los principios de su teoría procedimental, esos problemas son resueltos porque las insti­tuciones hacen que los ciudadanos entiendan que el bien de los demás no es un bien excluyente y separado del suyo propio, sino parte integrante de éste en la medida en que se colabora a la realización de aquél[22], equivale a estar recurriendo a algo tan tradicional como la idea del bien común. Y este recurso final equivale a revisar considerablemente los principios iniciales de su teoría, y a reducir casi a la nada el carácter procedimental de ésta.


  Además, la conciencia y el deseo de ese bien común suponen nece­sariamente la conciencia y el amor de la propia comunidad. Deseamos ese bien común porque es el bien de nuestra comunidad, y nos adherimos –en razón de ese bien común– a un conjunto de reglas porque son las reglas de nuestra comunidad. Afirma MacIntyre –refiriéndose especialmante a los Estados Unidos– que el orden social liberal necesita apoyarse en una incoherencia sistemática, al exigir una adhesión pública a principios con­tra­dictorios: liberal-universalistas y patriótico-particularistas[23]. En verdad, esta observación es acertada si nos situamos en el interior de la auto-conciencia liberal, si aceptamos como válida la explicación liberal del mismo orden social liberal. Porque, realmente, lo que ocurre responde a lo que aquí estamos diciendo. Asumimos –también el liberal– un con­junto de reglas porque expresan normativamente el bien común de nuestra comu­nidad –no, o no sólo, valores universales–, y esto supone necesa­riamente valorar positivamente la existencia misma de nuestra comunidad. Para afirmar el bien común, es preciso, previamente, afirmar nuestra comu­nidad como un bien: esta afirmación es aquello en lo que consiste, pre­cisamente, el patriotismo. Cabe sostener, por tanto, que para ser liberal razonablemente –con razones o motivos–, hay que ser primero patriota. En general, amar un bien es amarlo para alguien, amarlo como bien de ese alguien, lo cual supone amar a ese alguien previamente. En términos tomistas –como bien ha precisado David Gallagher– el amor amicitiae es el presupuesto del amor concupiscentiae[24].


  Una teoría política que no reconoce estas cuestiones, y que se auto-concibe como puramente procedimentalista, se incapacita para hacerse cargo de fenómenos políticos tan reales y actuales como, por ejemplo, el nacionalismo y el europeísmo. Estos fenómenos no versan directamente sobre reglas o procedimientos, sino sobre identidades o comunidades, es decir, sobre la determinación del nosotros político. Este nosotros no puede ser delimitado por principios procedimentales y universalistas: tales principios no pueden fundamentar una solidaridad estable y sustantiva. Pertenecer a una comunidad, a un mismo nosotros, o –en términos de Taylor y MacIntyre– compartir un mismo relato o narrativa, es condición necesaria para aceptar e, incluso, concebir una forma reglada de distri­bución justa.


  Es patente que compartir los mismos valores y poseer sistemas de justicia inspirados en los mismos principios, no conduce a pueblos distintos a desear fundirse en un mismo Estado. Esos valores y principios, aunque sean universales, no se quieren universalmente sino comúnmente, es decir, no se quieren en cuanto universales sino en cuanto nuestros: de nuestra comunidad. No sólo hay que justificar la forma de distribución, sino que además y previamente hay que justificar el contexto en el que se lleva a cabo esa distribución: hay que sostener la bondad de esa comu­nidad, de ese nosotros, para cuyo bien se desea un sistema justo de distri­bución. Antes de una justificación jurídica es necesaria una justificación política.


  Como han apuntado diversos autores –Bellah, Seligman, Glendon–, el liberalismo, que afirma la suficiencia de leyes meramente formales, ha podido sostenerse porque, en realidad, contaba con instituciones que proveían a la sociedad de fines y valores sustantivos, sin que el libe­ralismo haya colaborado a su creación y sostenimiento, sino, más bien, a su progresivo deterioro. Daniel Bell ha mostrado que el capitalismo, fiado en la suficiencia de la competencia, erosiona sus propias bases morales, que proceden de un contexto más amplio que el mercado, de carácter solidario y no competitivo[25]. Lo mismo cabe afirmar del liberalismo, res­pecto de un contexto no individualista ni procedimental. El liberalismo, como un parásito, vive de lo que no produce, y además no tiene con­ciencia de necesitar de ello. Las premisas liberales –señala Sullivan– nunca han bastado para mantener los valores proclamados por la tradición liberal. Locke pudo sostener su modelo de sociedad porque recurrió a la fe en Dios y a la doctrina de la Ley Natural, de la tradición estoica y medieval[26].


  Si el sistema liberal parece haber funcionado durante cierto tiempo, no es porque sus principios respondan a la realidad, sino porque, en ver­dad, las sociedades liberales han contado con un capital moral acumulado que ha sido aportado por instituciones sociales de naturaleza no liberal, cuyo vigor se ha mantenido hasta que los principios liberales han acabado por permearlas. Pero ese capital moral está hoy agotado[27], y las sociedades liberales se encuentran con la imposibilidad de sostenerse sólo con aquello que les proporciona el liberalismo, con la imposibilidad de subsistir como sociedades sólo y completamente liberales.


  La necesaria precedencia de factores sustantivos –la afirmación de una comunidad concreta y de su bien común– hace inevitable que, en la práctica, se produzca lo que afirma Victoria Camps: que el formalismo de los principios de la justicia provoque que, a la postre, sea la utilidad común lo que decida su interpretación y aplicación, cayendo así en el utilitarismo[28]: en lo que el formalismo entiende y condena como utilita­rismo, cabe precisar.


  Una de las consecuencias más claras de la comprensión liberal de la realidad política ha sido la progresiva juridificación del lenguaje político, como numerosas voces han indicado. Mediante los recursos de un mero lenguaje de derechos, se pretende dar razón de los problemas políticos y solucionarlos, suponiendo erróneamente que, en esos problemas, y en el debate sobre ellos, no están en juego bienes y fines colectivos, sino sólo derechos en conflicto. Entender la existencia política como un problema de distribución justa, es algo característico de la perspectiva liberal. Antes que la solución que se proponga, lo que define una posición como liberal es la misma selección del problema y la descripción de en qué consiste dicho problema, pues esta fase previa implica ya una posición liberal a priori. Plantearse lo político como la cuestión sobre qué hay que dar a cada individuo para que cada uno realice su particular plan de vida, y no como la cuestión sobre qué fines comunes y qué forma de vida colectiva son posibles entre quienes tienen diversas concepciones de lo no político, se debe claramente a la adopción a priori de una perspectiva liberal.


  Frente al planteamiento liberal, lo que cabe cuestionarse es si es posible un proyecto político cuyo único contenido sea jurídico: la justicia de la polis. La respuesta es, obviamente, negativa porque ni una polis consiste sólo en ser una polis justa, ni es posible determinar la justicia de una polis al margen de lo que ésta sea. Lo que plantea esta realidad es algo a lo que no se puede responder –ni siquiera se puede percibir– desde los recursos de un lenguaje de derechos.


  El uso sistemático de este lenguaje supone pensar que nuestras con­troversias, por consistir sólo en conflictos de derechos, no están afectando a la configuración pública de nuestra sociedad; que los fines y bienes colectivos no están implicados en esas controversias. Pero es una evidente ceguera suponer que la determinación de los derechos no altera y es inde­pendiente del contenido que define públicamente a la polis. A través de ampliaciones, declaraciones y creaciones de derechos, estamos modi­ficando la identidad colectiva pública, llevando a cabo, por tanto, una ver­da­dera tarea política mediante procedimientos e instituciones que no son adecuados ni competentes para esa tarea: instituciones y procedimientos jurídicos, no políticos.


  Este juridicismo produce una expansión sin límites del poder judicial[29], y conduce, en última instancia, a lo que Russell Hittinger ha llamado la "constitucionalización de la política". Ante cualquier problema que se presente en la sociedad, se apela a la Constitución, y la solución ha de consistir en una pretendida deducción –cada vez más compleja y especiosa– a partir del texto constitucional. De este modo, la solución encontrada resulta ser una solución "constitucional" y, en cuanto tal, se encuentra protegida y más allá de todo debate político. Se produce, por lo tanto, un progresivo encogimiento del ámbito político, y el diálogo cívico es cada vez menos competente –y menos necesario– para solucionar los conflictos sociales.


  Cuantos más derechos individuales encuentran los jueces en sus deducciones constitucionales, menos libre es el pueblo como cuerpo político decisor[30]. Se hace patente la confrontación que existe entre los ideales democráticos y la concepción universalista y abstracta de los derechos, propia del liberalismo.


  Cuando no somos conscientes de lo que hacemos, porque nos lo oculta el lenguaje que usamos para hablar de ello, es obvio que, no por esto, la realidad –la realidad política, en este caso– deja de ser lo que es, ni lo que hacemos deja de consistir en lo que realmente consiste. Senci­llamente, hacemos algo de lo que no somos conscientes y que, si lo fué­ramos, quizá rechazaríamos; o bien, lo que pueda ocurrir es que no seamos conscientes de quién lo esté haciendo. Para recuperar la conciencia política, es preciso abandonar –como propone Sandel– la "política de los derechos", y sustituirla por una "política del bien común"[31].


  El liberalismo elude preguntarse en qué se basan los derechos, cuál es la razón por la que tenemos derechos, pues estas preguntas nos llevan inevitablemente a hablar de bienes[32] y, en concreto, de bienes comunes. El empeño del liberalismo por omitir toda referencia al bien común y "limitarse" a hablar de derechos, no sólo oculta el carácter verdaderamente político de lo que estamos haciendo al declarar derechos, sino que además convierte la justificación de esos derechos en un problema insoluble. Los intentos de solución se suceden afanosamente. Pero, a pesar de ello, la desconexión entre los derechos y el bien común deja a la justificación de los primeros en una situación tan problemática que la idea que se va abriendo paso es que los derechos son precisamente aquello que no necesita justificación alguna. Cada vez es más frecuente y patente que cuando se reivindica algo como un derecho, lo que se está queriendo decir es que esa reivindicación no necesita ser justificada mediante su some­timiento al debate público, que versa sobre bienes colectivos. Que esa exigencia ha de quedar sustraída del debate público y eximida de justi­ficación es precisamente lo que está indicando el término "derecho" aplicado a ella.


  Por el contrario, un planteamiento verdaderamente político nos des­cubre que una reivindicación particular se convierte en derecho, es decir, adquiere reconocimiento público, en virtud de su conexión con el bien común: si es expresión o condición de ese bien. Esto implica que la pretensión de que algo sea un derecho exige necesariamente el empeñarse en la tarea discursiva –deliberación común– de encontrar el bien común de la propia sociedad, para lo cual se requiere trascender el interés particular. Por lo tanto, la reclamación de un derecho ha de venir precedida por una búsqueda generosa del bien común, que sirva de mediación para la justificación y determinación en firme de ese pretendido derecho. No cabe justicia en la defensa de lo propio si no va acompañada de virtud cívica en el cuidado de lo común.


  Cuando los derechos son tratados independientemente de los bienes en que se basan, caemos en un puro formalismo, que no nos proporciona ninguna medida racional para resolver conflictos reales, y todos los dere-chos quedan equiparados[33]. Como MacIntyre afirma, cuando los proble-mas morales –y los problemas prácticos en general– son aislados de su contexto social y vital, donde se descubre su sentido y finalidad, se con­vierten en irresolubles racionalmente[34]. Descontextualizar los problemas prácticos –morales, jurídicos y políticos– es lo que lleva a for­mularlos como meros conflictos de derechos individuales, que al quedar desconec-tados de los bienes que están en juego en esos contextos –comunidades– no admiten ninguna priorización o jerarquización racional.


   


   


  d)   Instrumentalidad de lo político


  Los rasgos del liberalismo estudiados hasta aquí, convergen en la última característica que vamos a considerar: la naturaleza instrumental del Estado liberal. El liberalismo, al tomar al individuo como punto de partida, y definirlo de manera abstracta y universal, dotándole de una autonomía y unos derechos constituidos previamente a todo orden polí­tico, reduce necesariamente el Estado a una estructura instrumental, al servicio de esa autonomía y de esos derechos previos. Como el contenido de la identidad y de la dignidad del ser humano es algo que precede al Estado, a éste no le queda más función que la de garantizar y proteger esos contenidos ya constituidos. Al Estado no le corresponde ninguna función constitutiva respecto de lo valioso de la existencia humana.


  El Estado –reconoce el liberalismo– no tiene entre sus funciones, ni entre sus capacidades, la creación de una auténtica comunidad, que proporcione al hombre una fuerte conciencia de pertenencia. Lo político no es un ámbito comunitario, ni configura una identidad colectiva espe­cífica: mucho menos, una identidad abarcante y unificante respecto de aquellas identidades que los individuos adquieran en comunidades no políticas. Esta concepción de lo político provoca que, en la conciencia del hombre, los rasgos de lo comunitario se desplacen a contextos privados y fuertemente emocionales. La satisfacción de las necesidades de identidad y de adhesión, es buscada en ámbitos primordiales y sentimentales. El Estado liberal proclama ordenarse a garantizar la dignidad humana, pero lo que le proporciona a esta dignidad, como campo de despliegue, es sólo una red de relaciones utilitarias, donde poder desarrollar acciones meramente instrumentales.


  Pero, en realidad, el Estado nunca es exclusivamente instrumental. Muchas de las consideraciones hechas en las páginas precedentes valdrían ya para sostener esta afirmación, por lo que resulta innecesario algo más que un breve añadido.


  El liberalismo tiende a pensar la sociedad como un sistema coope­rativo y de intercambio, cuyo mantenimiento y fluidez debe custodiar el Estado instrumental. No parece caer en la cuenta de que la posibilidad de ese sistema, y el tipo de sistema que sea posible, dependen de la previa configuración de un modo de vivir común, de un ethos y una identidad compartidos; y esta configuración es una tarea política. Los bienes que sean objeto de esa cooperación e intercambio no vienen definidos a priori, sino que su determinación depende de la forma que hayamos dado públicamente a nuestro convivir. No podemos olvidar, por ejemplo, que una acción política como la desamortización, que implicaba una recon-figuración del orden social, introdujo en el mercado bienes que hasta entonces no eran objeto de intercambio. Lo mismo puede decirse respecto del paso del orden feudal a la monarquía centralizada, y de ésta al Estado moderno, con la progresiva desaparición de la nobleza estamental.


  Algo semejante ocurre con la libertad. El liberalismo piensa que la libertad es algo ya dado y existente, y que, en consecuencia, al Estado, que sobreviene después, sólo le compete limitar esa libertad en la medida necesaria para evitar que la libertad de uno colisione con la de otro. Al poner la libertad antes que lo político, lo político sólo puede ser un instru­mento de coerción y control. Pero, en realidad, lo político no se limita a limitar una libertad supuestamente previa, sino que, en primer lugar y sobre todo, procede a configurar esa libertad, haciéndola así verdade­ramente real, vivible y practicable: es decir, socialmente constituida. Respecto de la libertad, lo primero que necesitamos hacer –como tarea que la misma libertad nos impone– es dotarnos de un marco común de significado, donde el ejercicio de la libertad pueda tener algún sentido y valor. Desde el punto de vista socio-político lo que existe no es la libertad, sino libertades, que son el fruto de esa configuración. Sólo en la forma de libertades, la libertad adquiere verdadera practicidad, realidad práctica; y es lo práctico lo que corresponde al punto de vista socio-político.


  Tomando la libertad como algo dado y empírico, quizá sea posible detectar cuándo la libertad de uno atenta contra la libertad de otro; pero lo que no es posible es saber qué tipo de limitación hemos de establecer para evitar ese choque de libertades. La libertad de uno para aparcar en doble fila puede impedir, ciertamente, la libertad de otro para salir en coche de su lugar de aparcamiento. Pero desde una consideración meramente in-dividual y fáctica de estas libertades, carecemos de razones para deter­minar qué libertad ha de ser limitada para hacer posible la otra. Desde el punto de vista individual, si es importante poder regresar en coche a casa después de una jornada de trabajo, también lo es poder realizar una gestión urgente sin tener que perder tiempo buscando un hueco donde aparcar. Si consideramos ilícito aparcar en doble fila, no es porque, simplemente, hayamos limitado una libertad individual previa para evitar sus colisiones, sino porque, en función de los bienes que valoramos y nos proponemos colectivamente, hemos dado una forma a la libertad –haciéndola social y prácticamente real–, que incluye el aparcar en primera fila y sólo en primera fila. Si, por el contrario, permitimos que un médico deje su coche en doble fila para atender urgentemente a un enfermo, no es porque esta libertad no impida la de otros, sino porque preferimos colectivamente una sociedad en la que sea posible la atención médica urgente a domicilio, a una sociedad en la que el poder desaparcar el coche no admita excepción.


  El liberalismo, al entender la libertad como lo primero y espontáneo, concibe la ley como una posterior restricción de esa libertad. Pero, en verdad, la ley no es ni primaria ni esencialmente restrictiva. Ni siquiera su primera condición es la de prescripción. El primer y más radical modo de actuación de la ley es como definición. La ley actúa, en primer lugar, definiendo públicamente una acción común, diciendo en qué consiste hacer algo con otros y entre otros. La ley es primeramente ratio: medida o forma del obrar común. Mediante ella, damos forma a nuestro obrar y lo hacemos real, pues sólo podemos obrar realmente si obramos de alguna forma. Podemos decir que, mediante la ley, inventamos acciones comunes. Es entonces cuando aparece la libertad –con realidad social y practicidad–, como acceso a participar en esas formas de obrar común, en esas acciones configuradas colectivamente: es decir, como libertades.


  La idea de que el Estado se debe limitar a garantizar la libertad de los individuos, es decir, a una tarea instrumental de protección de medios, procede de pensar que los fines que esos individuos persiguen con su libertad están ya dados antes de vivir en sociedad, o que, al menos, su determinación es independiente de la configuración que adopte la socie­dad. Los individuos, por tanto, aceptan una sociedad si en ella cada uno puede perseguir libremente sus fines, y la garantía de esta posibilidad es lo que debe aportar el Estado[35].


  Pero, en realidad, los fines que nos proponemos no están definidos ni previa ni independientemente de la sociedad en la que vivimos y, desde luego, la sociedad no se justifica porque en ella podamos perseguir libremente nuestros fines individuales. Los fines que nos proponemos son siempre algunos de los fines que son posibles –en cuanto a su definición, no sólo en cuanto a su realización material– en el tipo de sociedad en que vivimos. Lo que podamos concebir como fin –y me refiero a fines verda­deramente prácticos, concretos y ordinarios–, nos lo jugamos en el carácter que posea nuestra sociedad, y esto es lo que configuramos políticamente. La acción política se justifica por los nuevos fines que se hacen posibles gracias a la configuración de la sociedad, que llevamos a cabo en común mediante esa acción.


  El liberalismo –al menos, en su versión más deontológica– suele ser muy escrupuloso ante todo lo que –según su juicio– constituya una forma de instrumentalización de los derechos y libertades individuales al servicio de fines e intereses colectivos. De aquí que pretenda un Estado meramente instrumental. Pero, curiosamente, es el Estado instrumental el que actúa instrumentalizando, y el que sólo nos permite constituir la sociedad me­diante relaciones instrumentales. Porque si el Estado se limita a restringir la libertad de cada uno para hacer posible la libertad de los demás, es obvio que lo que justifica esa restricción es su utilidad para la libertad de otros, que es otra libertad. Que esa restricción afecte a todas y cada una de las libertades –de los individuos– no cambia la situación: que la libertad de cada uno quede instrumentalizada al servicio de la libertad de todo otro, y viceversa, no transforma la instrumentalización en algo distinto, sino que, sencillamente, la convierte en recíproca, y no por ser recíproca deja de ser instrumentalización.


  Da la impresión de que el liberalismo sólo repudia la instrumenta­lización de bienes individuales en aras de bienes colectivos, pero no la instrumentalización de aquéllos en favor de otros bienes también indivi­duales. El liberalismo no percibe que lo que hace instrumentalizadora a la ordenación de un bien a otro, no es el carácter colectivo o individual de este segundo, sino la alteridad o exterioridad que se dé entre esos dos bienes: que se trate de dos bienes radicalmente ajenos y separados, es decir, que el segundo bien sea verdaderamente otro y de otro. Por esto, la única forma de evitar la instrumentalización es ordenar bienes particulares a bienes comunes, pues entre los primeros y los segundos no existe verda­dera alteridad. En cambio, siempre hay perfecta alteridad y separabilidad entre los bienes individuales, precisamente por ser individuales, por lo que su ordenación recíproca sólo puede ser instrumentalizadora.


  Sólo un Estado que no sea instrumental, un Estado que se proponga fines y bienes comunes, puede instaurar un orden de libertades que no sea instrumentalizador.


  2. La lógica del Estado moderno



  Es conveniente añadir, en este momento, algunas reflexiones sobre el Estado moderno. Estas consideraciones –evidentemente, parciales– se limitarán a lo más significativo del Estado moderno con respecto al argu­mento que, a lo largo de estas páginas, estamos desarrollando.


  Como es sabido, "Estado" y "Estado moderno" son, en sentido es­tricto, términos equivalentes. El Estado es la forma política surgida en la Modernidad y característica de la Modernidad. En su origen, es específica­mente europea, y durante bastante tiempo fue exclusiva de Europa. Y a pesar de su progresiva universalización, lleva impresa constitutivamente la marca de la experiencia histórica europea, a la que responde. Es posible que este hecho ponga límites a la conveniencia e, incluso, posibilidad de su completa universalización, y que algunos de los problemas socio-polí­ticos presentes en otras áreas geográficas tengan entre sus causas el no haber reparado suficientemente en esta circunstancia.


  Pueden distinguirse tres fases fundamentales en el proceso consti­tutivo del Estado moderno: la fase de la concentración del poder, en la que el poder político se erige claramente como soberano e, incluso, como absoluto; la fase del constitucionalismo liberal, cuyo objetivo es la limi­tación de ese poder, tanto mediante su división interna como mediante la estricta delimitación de su campo de competencia; y la fase de la demo­cratización del poder, en la que, mediante la participación universal, se provee al Estado de una nueva legitimación que implica, de suyo, mayor intervención social por parte del Estado.


  El proceso de concentración del poder ya se había incoado durante la Baja Edad Media, impulsado, entre otros factores, por el resurgimiento del Derecho Romano, que sugería a los príncipes la reivindicación para sí de la plenitudo potestatis. Con avances y retrocesos, los príncipes mantenían su lucha por afirmar su preeminencia tanto frente a los poderes señoriales o locales como frente a los poderes universales: imperial y papal. La com­pleja red de potestades heterogéneas que caracterizaba el orden político medieval, fue desapareciendo a medida que el poder real iba consiguiendo consolidar su hegemonía contra potestades inferiores y superiores. Finalmente, el rey lograba convertirse en monarca.


  Esta conversión –plenamente acabada en la primera Modernidad– transformaba el reino en Estado. El reino consistía en un orden en el que se articulaban ascendentemente una pluralidad de instituciones, un entra­mado de poderes, estatutos y privilegios, a través de los cuales se gestio­naba tanto lo público como lo privado, y que el rey encabezaba con su coronación. La concentración del poder sustituía este orden complejo e intrincado por un panorama notablemente simplificado y diáfano. Desde un solo punto, en el que se condensa todo el poder, se ejerce el consi­guiente monopolio de lo público, sobre un territorio y un conjunto humano que resultan, cada uno de ellos, progresivamente homogeneizados.


  Toda la compleja escala jerárquica se reduce poco a poco a una única distinción fundamental: soberano-súbdito. Toda otra diferencia queda difuminada ante la neta separación que establece ese binomio. Todos los súbditos quedan igualados por su común sometimiento al soberano, y el poder soberano procurará, por su parte, que todos los que le estén some­tidos le estén sometidos de la misma manera. El monopolio del poder tiene como efecto concomitante la homogeneización de la condición ciudadana, de la forma de estar bajo ese poder. La concentración del poder –el absolutismo incluso–, con su acción niveladora de la ciudadanía, prepara en cierto sentido el camino hacia el igualitarismo democrático.


  La nobleza era lo verdaderamente antagónico respecto del Estado. El Estado tenía que significar necesariamente la disolución de la nobleza, pues el monopolio de lo público implicaba arrebatar a ésta toda función pública, es decir, despolitizarla. La nobleza fue transformada, primero, de clase política en clase burocrática, en alto funcionariado, y, después, en mera clase social. A medida que fue perdiendo responsabilidades públicas, fueron quedando sin legitimación sus antiguos privilegios.


  La nobleza representaba un orden político en el que lo público era administrado mediante la concertación de una pluralidad de poderes, que tenían una cabeza común pero no una fuente común: es decir, que todos ellos eran, en cierto sentido, originarios. El Estado, en cambio, constituye un orden político en el que lo público es gestionado en monopolio, por un único poder, que sólo se ramifica en forma de delegaciones.


  Por esta razón, el Estado es incapaz de asimilar diferencias en la con­dición política de sus miembros, y tiende a uniformar todo régimen legal en su interior. Si todo ejercicio del poder procede, como delegación, de una sola fuente que lo monopoliza, la diferencia entre una forma de dele­gación y otra, entre un modo y otro de hacerse presente el poder en determinados ámbitos, tendría que ser explicada por un factor externo a ese poder fontal, es decir, por la presencia en esos ámbitos de un poder o prerrogativa que no procediera de esa misma fuente. Pero este carácter no derivativo de un estatuto político es precisamente lo que resulta contradictorio con la naturaleza del Estado.


  El Estado es la obra política del racionalismo moderno, que busca dotar a lo político de la simplicidad, claridad y homogeneidad propias de lo geométrico. Concentración y unicidad del poder; uniformización de su modo de acción y del campo sobre el que ésta se despliega; y perfecta separación y delimitación de ese ámbito, gracias a la disolución de toda ecumene y a la atomización de la unidad política.


  Por otra parte, no se puede negar que el Estado significó una re-publicitación de lo público, en cuanto que lo público dejó de ser orga­nizado según categorías propias de lo privado, categorías patrimonialistas, que habían inspirado, en buena medida, la regulación de lo público du­rante largo tiempo y, especialmente, en el feudalismo. Pero, en el Estado, esta re-publicitación significa estatalización: monopolio de lo público por parte de una única agencia central, que no comparte la administración de lo público con ninguna otra institución, ya que ninguna otra es una institución pública (aunque, al mismo tiempo, ese monopolio de lo público es la causa de que ninguna otra institución sea pública).


  El factor que empujó e inspiró en mayor medida todo este proceso fue, muy posiblemente, la guerra: la necesidad de eliminar la guerra intestina o privada, y de adquirir mayor fuerza y capacidad para la guerra exterior. Este era, por ejemplo, el diagnóstico de Maquiavelo sobre la Italia de su tiempo. La soberanía significa, por encima de todo, el mono­polio sobre la guerra. Sólo el soberano podía llevar a cabo la guerra y, por consiguiente, sólo podía haber guerra entre soberanos: guerras estatales[36].


  A este respecto, el Estado representaba una estrategia paradójica en cierto sentido. Pacificaba y racionalizaba el ámbito interior o estatal, al precio de hacer más beligerante e irracionalizable el ámbito exterior o supraestatal. Esta era claramente la propuesta de Hobbes, el más repre­sentativo teórico del Estado moderno en su versión original. El orden interno se garantizaba a costa de disolver el orden externo ecuménico. Si el soberano eliminaba la guerra civil al monopolizar la competencia sobre la guerra, este mismo monopolio le dotaba de una absoluta discreción sobre la posibilidad, conveniencia y justicia de la guerra exterior. Cual­quier límite impuesto a esta discrecionalidad por parte de alguna autoridad metaestatal, implicaría inmediatamente una limitación sobre la capacidad del soberano para llevar a cabo cumplidamente su función pacificadora del interior.


  De este modo, lo que el Estado significaba más precisamente, aquello en lo que consistía última y decisivamente, era el ser el sujeto –agente y paciente– de la guerra. Ser ciudadano de un Estado significaba esen­cialmente ser miembro de una unidad bélica, y cada Estado significaba para sus ciudadanos aquel sujeto de la guerra que, de entre los sujetos le-gítimos de la guerra, les correspondía a ellos.


  Es claro que, en la configuración de lo político como Estado, la experiencia que pesó y actuó como factor inspirador fue la experiencia de lo excepcional y extremo: la guerra y, especialmente, la guerra civil. Esto fue lo que provocó la polarización de la teoría política sobre un aspecto importante pero parcial de la realidad política: el poder. Tradicional­mente, la guerra no había sido, ni mucho menos, el fondo inspirador e instigador de la reflexión política; y, consecuentemente, tampoco el poder había constituido el núcleo temático de esa reflexión. El Estado –y la teoría po-lítica que le corresponde– expresa la esencialización de lo que, en verdad, es excepcional y marginal en la realidad política. La atención polarizada hacia lo parcial y extraordinario llevaba a desatender lo global, sustancial y ordinario.


  Pero fueron las guerras de religión –el hecho de que la guerra civil adoptara la forma de guerra religiosa– lo que dio carácter urgente a este proceso, y lo que vino a añadirle un sesgo particular. Frente a la guerra de religión, el monopolio estatal de la guerra implicaba la ilegitimidad, como causa de guerra, de cualquier motivo o razón que no fuera el Estado mismo, su existencia y fortalecimiento: la razón de Estado. Esta era la fórmula defendida por Bodino y por el resto de los denominados politiques. Era preciso eliminar la potencialidad bélica de cualquier factor social –en este y primer caso, la religión– que pudiera provocar una guerra cuyos agentes no coincidieran ni fueran coextensivos con los estados. Hacía falta, pues, neutralizar políticamente la religión.


  Pero –al margen de algunas pocas excepciones– el modo como se llevó esto a cabo no fue propiamente una neutralización o despolitización de la religión, sino una estatalización de ella. Los estados confesionales, con sus iglesias nacionales, significaron la integración de la religión en la razón de Estado, que seguía siendo la única razón válida para la guerra. De este modo, la guerra de religión se convertía, efectivamente, en guerra estatal, y era el Estado el que administraba la religión en cuanto a su potencial bélico.


  El Estado necesitaba eliminar toda diferencia social que amenazara con generar una división violenta. En este período, el Estado respondía a esta necesidad de uniformización mediante la asunción, por parte de éste, de uno de los términos de esa diferencia. El monismo propio del Estado actuaba como confesionalidad.


  Posteriormente, el Estado practicó otra fórmula para llevar a cabo su objetivo de pacificación y auto-fortalecimiento. Esta fórmula consistió en una verdadera neutralización o despolitización de la religión y de otros factores sociales, es decir, en su privatización. La religión quedaba neutra­lizada políticamente, y –como la otra cara de la moneda– el Estado quedaba neutralizado religiosamente. El monismo del Estado actuaba ahora como neutralización, dejando fuera de lo estatal todo aquello que incluyera diferencias. Esta es la forma de estatalidad que instauraba el constitucionalismo liberal.


  El poder político soberano, resultante de la concentración del poder, eliminaba ciertamente a todo competidor en la práctica de la guerra. Pero, no obstante, un poder de tal magnitud inspiraba un miedo y un recelo desconocidos hasta entonces. Era menester poner límites a ese poder, someterlo a la ley, dotar de legalidad al ejercicio del poder.


  En el constitucionalismo medieval, el poder supremo –el poder regio– era limitado "desde fuera": mediante otros poderes que competían con él, y que no actuaban como mera delegación funcional del poder regio. Ahora, en cambio, el poder –que era único y soberano– sólo podía ser limitado "desde dentro": mediante su interna división en tres poderes, según un criterio funcional, no personal ni territorial. El sentido de esta división era el mantenimiento de la soberanía pero eliminando, no obstante, el soberano.


  Además, el constitucionalismo liberal restringía el poder político mediante otro tipo de límite: un límite estricto a su esfera de acción. Un vasto campo de la actividad humana –lo más amplio posible– quedaba protegido de la intervención del poder político. Este campo era deno­minado "la sociedad" o "lo social", por contraposición al ámbito de com­petencia del poder político, que era "el Estado" o "lo estatal"; y la protec­ción de ese campo se articulaba como consagración de derechos naturales individuales e inalienables.


  Si el poder soberano tenía que cumplir su función pacificadora y, al mismo tiempo, se deseaba evitar que ese poder se transformara en un poder omnímodo, que fuera acaparando toda actividad con posibilidad de generar violencia –como había ocurrido con la religión en el Estado confesional– la fórmula que permitía compaginar lo primero con lo segundo era la neutralización y autonomización recíprocas de lo político y lo social. Lo social quedaba neutralizado políticamente, privatizado, y lo político quedaba neutralizado socialmente. Lo primero era declarado autónomo respecto de lo segundo, y viceversa.


  El Estado actuaba como una estructura de neutralización, buscando la cohesión política mediante la despolitización de un número creciente de dimensiones de la existencia humana, y vaciando, así, de relevancia y sentido colectivos a las diferencias que esas dimensiones pudieran albergar[37]. El sentido primario de esa neutralización –hay que tenerlo en cuenta– era la seguridad y el fortalecimiento del propio Estado, como igualmente había ocurrido con el Estado confesional. Despolitizando y autonomizando lo social, el Estado limitaba las razones para rebelarse contra él o ponerlo en entredicho. Tanto la confesionalidad como la neutralidad –y no sólo respecto de la religión, sino de cualquier dimensión humana– no se ordenaban al mejor desarrollo de la religión, sino a la con­­­solidación del Estado. El Estado confesional significaba la estatalización de la religión, es decir, el fortalecimiento del Estado mediante la religión; de la misma manera que la neutralidad del Estado, la privatización de la religión, significaba la otra forma de fortalecer la estatalidad. La lógica del Estado hace que éste se organice buscando sólo su estabilidad.


  Declarar la autonomía de lo social respecto de lo político, y de lo político respecto de lo social –las dos autonomías se exigen mutuamente–, implicaba afirmar que el ámbito social estaba internamente regulado por leyes naturales, que conducían su dinámica inmanente de manera espontáneamente pacífica. Pacificar lo social exigía sólo abstenerse de actuar políticamente sobre ello, y abandonarlo a su propia suerte. Lo político podía y debía ser irrelevante para lo social; y lo social podía y debía ser irrelevante para lo político. Lógicamente, cada irrelevancia era condición para el pleno establecimiento de la otra. La primera se expre­saba en la igualdad de oportunidades; la segunda, en la igualdad ante la ley.


  El Estado se convertía en una estructura legal y de poder ordenada a hacer posible la progresiva autonomización de esferas sociales, y a garantizar la autonomía de cada una de ellas. Entre éstas, la economía vendría a ocupar un lugar preeminente, hasta convertirse casi en el contenido sustancial de una estructura política que, en sí misma, sólo constituía una agencia legítima de guerra[38]. La concentración del poder –llevada a cabo en la primera fase del Estado– y la autonomización de lo social –añadida por el constitucionalismo liberal– eran las dos condiciones esenciales para una economía de mercado libre que pudiera desarrollarse en un amplio espacio. Todo esto respondía a los intereses de la burguesía, en contra de las prerrogativas políticas de la aristocracia y de otras instituciones del orden anterior.


  La autonomización de las diferentes dimensiones o esferas sociales hacía posible la consideración del contenido de cada una de ellas como objeto de estudio por parte de una ciencia particular correspondiente, que sería, respecto de las otras ciencias sociales, tan autónoma como la esfera social estudiada por ella. El Estado ha sido, pues, el marco institucional de este nuevo árbol de las ciencias, y las sociologías –de corte más o menos naturalista– que han consagrado esta visión estratificada y autonomista de la sociedad, han actuado –quizá, inconscientemente– al servicio del Estado, proporcionándole una legitimación "científica".


  La consecuencia psicológica y moral de este panorama es el conocido problema de la desintegración de la identidad personal. El hombre tiene la impresión de haber quedado compartimentado en una pluralidad de personajes o papeles autónomos, cada uno de ellos desempeñado en una de esas esferas autónomas. No existe ninguna instancia que proporcione una base y una forma de integración. No existe, en ese orden social, un lugar en el que el hombre pueda encontrarse como persona integral.


  Lo político queda empobrecido por la estrategia de neutralización, y reducido a una estructura de control y seguridad. Lo social resulta des­membrado en una pluralidad de dimensiones que si son autónomas externamente, también lo son, por fuerza, internamente. En consecuencia, la presencia de un individuo particular en una de esas esferas es tan irrelevante para el despliegue de esa esfera, como el conjunto de lo social lo es, supuestamente, para la estructura política. Por todo esto, el hombre buscará su identidad en ámbitos cada vez más privados e íntimos, donde pueda reconocerse a sí mismo como alguien singular y significativo. Pero, de todas formas, ese ámbito y la identidad adquirida en él no serán de carácter integrador sino profundamente parcial, y su valor especial sólo procederá de una selección subjetiva, libremente –o, quizá, forzosamente– realizada.


  Finalmente, el movimiento democrático vino a poner en cuestión la legitimidad del Estado liberal. No bastaba el sometimiento del poder a los límites del constitucionalismo, es decir, no era suficiente el principio de legalidad. La validez del orden liberal estaba minada por la restricción censitaria de la participación política. Si sólo unos pocos tomaban parte en la confección de la ley, la igualdad de todos ante esa ley sólo podía signi­ficar una igualdad formal ante una ley que representaba materialmente los intereses de esos pocos, de lo cual sólo podía derivarse un perjuicio para aquellos cuyos intereses no estaban representados por la ley.


  El Estado liberal cifraba su legitimidad en su capacidad para garan­tizar que lo social se desarrollara autónomamente, según sus leyes natu­rales. Pero el déficit de representatividad de la ley ponía en duda que lo social fuera auténticamente autónomo bajo ese Estado, y que las desigualdades sociales que se generaran fueran sólo fruto del despliegue natural de lo social, y no consecuencia también de la desigualdad política.


  Lo que, en definitiva, se estaba señalando era que la irrelevancia social de lo político –una verdadera igualdad de oportunidades, una autén­tica autonomía de lo social– exigía inevitablemente la irrelevancia política de lo social, y que ésta no consistía sólo en la igualdad ante la ley, sino, además, en la igual participación política, con independencia de la situación social de cada uno.


  En el fondo, se estaba reclamando la universalidad de la participación política, la democratización del Estado, con un claro espíritu liberal. No se pretendía acabar con el Estado constitucional liberal, sino, más bien, llevarlo a su verdadero cumplimiento: poner las condiciones verdade­ramente suficientes de una auténtica autonomía de lo social, que permi­tiera considerar legítimas las desigualdades sociales que pudieran surgir en el seno de esa autonomía. De este modo, podía anularse la revolución, como respuesta destructiva a las falsedades del Estado liberal.


  El liberalismo suponía que lo político era la única fuente de coacción, y que, por tanto, bastaba extraer lo político del interior de la sociedad –hacer lo político irrelevante para lo social–, para que lo social recuperara su libertad y autonomía naturales. Pero el liberalismo había entendido defectuosamente estos conceptos, y, en consecuencia, había puesto en práctica este proyecto de manera insuficiente. Paradójicamente, hacía falta ahora que lo político –dotado ya de representatividad popular– interviniera en lo social, para eliminar las desigualdades sociales que no habían sido resultado del mero juego de factores sociales, sino consecuencia también de la desigualdad política. El Estado, además de posibilitar la libertad, mediante su repliegue a la inacción en el campo de lo social, tenía que proveer de aquel nivel de igualdad material que hiciera del juego colectivo de esa libertad un proceso verdaderamente autónomo.


  La democracia empujaba hacia la transformación del Estado liberal en Estado social del bienestar. Dentro del ámbito mismo del pensamiento liberal, toda una serie de autores –desde Marshall y Hobhouse, hasta Keynes y Beveridge– propugnarían la intervención estatal, para asegurar a todos un mínimo de bienestar, como base material necesaria para el desarrollo de la libertad y de la capacidad de consumo, dando así estabilidad al mercado.


  Lo que, en el fondo, estaba en discusión era sólo en qué consistían las condiciones reales de una verdadera autonomía de lo social, pero no, que el objetivo de lo político fuera el establecimiento de esa autonomía. La democracia –con su tendencia socializadora– era específicamente la democracia del Estado, y lo que estaba llevando a cabo era la demo­cratización del Estado liberal: el Estado mismo no estaba en cuestión. Hoy como entonces, los liberales conservadores acusan al Estado del bienestar de intervencionista, es decir, de estar vulnerando la autonomía de lo social y, más concretamente, de lo económico; mientras que los partidarios del Estado del bienestar acusan al liberalismo de estar favoreciendo a los económicamente privilegiados, violando así la autonomía de lo social. Si consideramos al socialismo democrático como el máximo defensor del Estado del bienestar, hay que reconocer que su tarea ha consistido en cumplir de veras el proyecto liberal[39].


  La separación entre Estado y sociedad pertenece al interior del propio Estado, y es privativa del pensamiento político del Estado. El Estado es la forma de lo político en cuanto concebido como autónomo respecto de lo social. La sociedad es la forma de lo social en cuanto concebido como autónomo respecto de lo político.


  Pero, como hemos visto, las exigencias reales de esa misma auto­nomización conducen hacia una progresiva intervención del Estado sobre la sociedad. La sociedad, que no tiene en verdad una naturaleza y unas leyes fijas, provoca constantemente conflictos y desequilibrios que es incapaz de resolver de manera sistémica, y hace, por tanto, necesarias nuevas actuaciones reguladoras por parte del Estado. Además, la idea de la autonomía de lo social hace que la sociedad se inhiba de responsabilidades públicas, haciendo más y más necesaria la respuesta del Estado. Una respuesta que, en virtud de esa misma autonomía, ha de consistir en una mera operación de control y supervisión, no en una acción reconfiguradora de lo social.


  La propia lógica de la estatalidad lleva al progresivo agigantamiento del Estado como aparato de control y garantías. La pretendida autonomía de lo social se traduce, en realidad, en una completa burocratización de la vida en sociedad, demostrando así que no existe –ni de facto ni de iure– tal autonomía.


  3. El comunitarismo y la política de la diferencia



  Como acabamos de ver, el Estado se ha ido configurando a lo largo de tres fases fundamentales, cada una de las cuales consistía en una respuesta a los problemas planteados por el contenido de la anterior. El comunitarismo –al igual que la teoría de la sociedad civil, que veremos a continuación– parece situarse en esta misma línea, pues constituye una nueva respuesta a un problema que plantea el Estado. Y, también en este caso, se trata de una respuesta dada "desde dentro" del esquema mismo que provoca peculiarmente ese problema, por lo que dicho esquema –el Estado– no es desechado ni puesto en cuestión, sino mantenido como marco para la concepción de esa nueva respuesta. El comunitarismo es también un pensamiento político del Estado, y por eso representa –como se apuntó al principio– una simple reacción contra el liberalismo.


  El Estado liberal ha dejado al hombre sin posibilidad de encontrar en el ámbito colectivo fuentes de identidad y contextos verdaderamente comunitarios. En consecuencia –como hemos visto–, la búsqueda de esos contenidos se ha emprendido dirigida hacia entornos cada vez más privados y emocionales. En esta línea de repliegue hacia lo privado es en donde se sitúa, precisamente, la propuesta comunitarista.


  El comunitarismo reacciona contra el anonimato del Estado liberal, pero emprende la recuperación de las fuentes de identidad, de la con­ciencia de comunidad y del sentido de pertenencia, en la dirección que ese mismo Estado sugiere. Afirma, con razón, que nos entendemos y juz­gamos desde el seno de comunidades, que crean en nosotros vínculos constitutivos. Pero no parece reconocer que entre esas comunidades figure –y en el lugar que le correspondería– la comunidad política.


  Esto es lo que hace que el desacuerdo que pueda haber entre el liberalismo y el comunitarismo respecto de lo antropológico, no dé lugar a grandes diferencias a la hora de construir lo político[40]. Y explica también que algunos liberales hayan podido fácilmente quitar fuerza a las críticas comunitaristas, reconociendo que los postulados de esta doctrina pueden tener validez sólo para lo no político[41].


  La crítica comunitarista se dirige fundamentalmente contra la individualista antropología del liberalismo, y no tanto contra su modelo político. Frente al universalismo de un concepto del hombre como indi­viduo abstracto, el comunitarismo representa una forma de particularismo, que considera al hombre arraigado e inserto en su concreta comunidad. Pero, al no ser ésta de naturaleza política, lo político continúa siendo algo que adviene con posterioridad al momento constitutivo de la identidad humana. Podríamos decir que lo político sigue llegando tarde, cuando ya el hombre ha sido existencialmente definido. Poco importa que esta definición sea individual o comunitaria: lo político –en la forma de Estado– sigue siendo instrumental, cambiando sólo el sujeto para el cual se levanta ese instrumento.


  Fabrice Mistral señala que el empobrecimiento de lo comunitario       –efecto del Estado moderno– ha producido, en la sociedad, uniformismo e individualización[42]. Pero Taylor afirma, por otra parte, que ese mismo fenómeno, que ha afectado a los contextos más amplios, ha llevado a atribuir a la familia nuclear un valor excepcional, haciendo de las rela-ciones familiares el tipo de vínculo, por antonomasia, con verdadera fuerza, permanencia y capacidad para definir una identidad[43]. (Por otro lado, en su obra Fuentes del yo, Taylor considera este resultado como una característica de la Modernidad, y lo valora positivamente). Si hemos de hacer caso a los dos autores, tenemos que concluir entonces que tanto la individualización, como la supervaloración de comunidades menores son producto de la descomunitarización provocada por el Estado en niveles superiores. En consecuencia, apostar por lo segundo no nos sitúa fuera del Estado, ni pone a éste en ningún aprieto.


  Desde las filas del comunitarismo se afirma, con razón, que para adquirir una identidad personal es necesario un previo proceso de socia­lización, de integración en una comunidad, donde es posible la acción de reconocimiento, en la que se basa toda identidad. Para tener una existencia singularizada, es preciso poseer una existencia común, pertenecer a una comunidad.


  Pero, como advertíamos, lo político no es incluido entre los actores de esta dinámica de identificación. Los comunitaristas no emprenden ex-plícitamente la tarea de explicar cómo se darían, en el ámbito político, las características de lo comunitario en cuanto configurador de identidad: proyecto de un bien común, compartir una concepción del bien, presencia de valores y convicciones constitutivas. Todo parece indicar que tales rasgos sólo se atribuyen a grupos inferiores, no políticos. Así, por ejemplo, Daniel Bell reconoce que la identificación con nuestra nación –fuente privilegiada de identidad, según Taylor– se debe a razones psicológicas y afectivas, no a razones políticas[44].


  El comunitarismo parece querer recuperar –frente al frío y abstracto racionalismo instrumentalista– el valor de lo emotivo, tradicional y biográfico, el papel de estos factores en la configuración del yo personal; pero lo hace de un modo que mantiene la racionalidad –y al Estado, como construcción racional– encerrada en el campo de lo instrumental. Lo racional no será lo único valioso y relevante, pero sigue consistiendo en lo que el liberalismo afirma.


  El Estado moderno ha dejado al individuo ante dos únicos espacios en los que moverse: un espacio político, estructural y burocrático; y un espa­cio social, fisicalista y sistémico. Ante esta tríada –individuo, burocracia y sistema– reduccionista y asfixiante, el comunitarismo reclama, con razón, el sentido de lo comunitario, la experiencia de lo que no es meramente utilitario y mecánico. Pero es muy cuestionable que se pueda superar eficazmente el individualismo y la fisicalización de lo social, sin renun­ciar, al mismo tiempo, al Estado como forma de lo político.


  La propuesta comunitarista –según Amy Gutmann– consistiría en mantener el Estado liberal como una gran unión de muchas comu-nidades[45]. El Estado sería un instrumento político al servicio de esas comunidades y de sus valores comunitarios. Pero, por una parte, esta fórmula no cambia el hecho de que lo político siga siendo algo meramente instrumental, y de que las relaciones de sus miembros –ahora, comu­nidades y no simples individuos–, entre ellos y con el Estado, sigan siendo puramente instrumentales. Y, por otra parte, la pretensión de que el Estado se ordene a la custodia de comunidades y de valores comunitarios, pronto se revelaría como un imposible, como una contradicción. El empeño positivo por conservar lo comunitario implicaría un impedimento a la autonomía de lo social: ésta lo que necesita son simples individuos con iguales libertades y oportunidades. El Estado tiene una inherente dinámica individualizadora, porque la única utilidad que le resulta mensurable y administrable es la utilidad individual. En el fondo, la aplicación de la fórmula comunitarista no conduciría a otra cosa que a la repetición de la misma historia del Estado liberal: la progresiva disolución en individuos de aquellas comunidades que, inicialmente, le dieran vigor moral y que parecían encontrar cuidado en él.


  Entre las comunidades por las que se interesa el comunitarismo, destacan las comunidades culturales. Por esta razón, los comunitaristas han prestado una viva atención al fenómeno del multiculturalismo. Frente al liberalismo, que postula el reconocimiento universal de iguales dere­chos individuales para individuos homogéneos y abstractos, el comu­nitarismo propone otras formas de proceder, que se sitúan en lo que Taylor ha denominado "política del reconocimiento" o "política de la diferencia"[46]. Tomar en serio las diferencias culturales y preservar las comunidades en las que se viven esos rasgos diferenciadores, exige atribuir derechos diferentes a comunidades culturales diferentes. Desde esta postura, el universalismo de los iguales derechos humanos y de la igual identidad humana es acusado de constituir un falso universalismo, que encierra en el fondo un particularismo disfrazado: el de la cultura liberal dominante.


  Frente a ese falso universalismo, lo que se reivindica, como real, es la particular identidad que se adquiere en esas comunidades: la identidad cultural. Y esta identidad se presenta como el fundamento y la medida de los derechos atribuibles en el marco de un Estado que –como hemos visto– sigue siendo una estructura legal-formal que garantiza derechos.


  Por lo tanto, los derechos que la política del reconocimiento reclama, aunque sean derechos de comunidades, siguen siendo concebidos y esgrimidos de manera liberal. Son derechos que, supuestamente, dimanan de una identidad que, aunque ahora es común y no sólo individual, sigue siendo, supuestamente, previa e independiente respecto de lo político. En otras palabras: los derechos continúan siendo usados como trumps, según la conocida expresión de Dworkin. Es decir, se usan para dar por sentado, más allá de todo diálogo público, lo que corresponde a un particular –un individuo o una comunidad–, al margen de cuál sea el contenido de lo público, que debería ser determinado mediante ese diálogo.


  El discurso multiculturalista continúa siendo un discurso propio del lenguaje de derechos. Parece, incluso, otra forma de expresión de ese proceso de creciente victimización que observamos en la sociedad actual, y que, ante cualquier problema, induce sólo a formular reivindicaciones incondicionales. Comparte, pues, con el liberalismo la juridificación de la realidad política. Por esto precisamente, la misma política del recono­cimiento, en su pugna con la propuesta liberal –llamada por algunos "política de la dignidad"–, queda atrapada en la maraña de un inabarcable conflicto de derechos: ante la reclamación de cualquier derecho diferen­ciado para la comunidad cultural, surgirá, a la defensiva, un derecho universal de los miembros de esa comunidad en cuanto individuos huma­nos, sin que exista un patrón común que sirva para conmensurar los dos derechos. ¿En qué queda, por ejemplo, el derecho humano a la libertad de pensamiento y expresión, si la comunidad cultural tiene derecho a censurar las producciones culturales o a impedir la escolarización, cuando éstas pongan en peligro la integridad de la identidad cultural? ¿Dónde encontraremos un criterio para medir objetivamente la importancia de un derecho y del otro?


  No podemos perder de vista que el multiculturalismo que constituye un problema no es el hecho de que existan en el mundo culturas diversas, sino el reto que plantea a una sociedad el estar compuesta por gentes de diversas culturas. Es decir, el multiculturalismo es un problema en cuanto problema político. El multiculturalismo constituye un problema para la razón práctica en la medida en que hace problemático saber qué debemos hacer. Pero esta misma cuestión, "qué debemos hacer", supone obvia­mente la existencia de un nosotros, sujeto de ese hacer –o mejor, de ese obrar–: un nosotros que no es cultural sino político. La diferencia es un problema cuando los diferentes tratan de hacer algo juntos, por lo que el modo correcto de tratar las diferencias no es disociable de aquello en que consista el proyecto común. El multiculturalismo es un problema que surge en un contexto político, por lo que resulta imposible solucionarlo al margen de ese contexto, al margen de la definición política de lo que somos y hacemos políticamente.


  La política del reconocimiento reclama la atribución de derechos diferenciados, como expresión del reconocimiento de las diferencias. Pero esta pretensión, tal y como es formulada desde la óptica comunitarista, no sólo es un imposible, sino que encierra una contradicción. En sentido estricto, el objeto del reconocimiento sólo puede ser lo común, no lo diferente. Re-conocer significa volver a conocer: volver a conocer en el otro lo ya conocido antes de conocer al otro, es decir, lo conocido en uno mismo. Significa, por tanto, conocer al otro como un igual, como otro yo: reconocer en él lo común. La diferencia puede ser objeto de reco­nocimiento en la medida en que sea conocida como una forma diferente de lo común, como una manera distinta de ser lo mismo. Conocer la diferencia en cuanto diferencia no es re-conocer sino des-conocer, cono­cer al otro como un absolutamente otro. Tomado en cuanto otro, es precisamente como resulta imposible saber lo que le corresponde al otro. Reconocer su derecho a alguien exige previamente reconocer a ese al-guien, conocerle como uno de nosotros. No es posible conocer lo que le corresponde al diferente en cuanto diferente, sino sólo en cuanto igual, en cuanto su diferencia se da en lo común. Para que sea posible el recono­cimiento de las diferencias, es decir, para que sea posible conocer las diferencias como diferentes modos de lo común –y saber qué diferencias son ésas–, es necesario en primer lugar definir y constituir lo que somos en común, y esto consiste en una tarea política.
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